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Que reforma el artículo 26 y deroga el 36 Bis de la Ley Orgánica De La Administración Publica Federal, presentada por el diputado Amado Olvera Castillo, del grupo parlamentario del PAN

El C. Amado Olvera Castillo:  - Con el permiso de la presidencia:

<<Honorable asamblea: Dos informes de resultados de la Cuenca Pública han sido discutidos en esta Cámara durante la presente legislatura, y son los correspondientes a los ejercicios 1984 y 1985. En ambos informes, la Contaduría Mayor de Hacienda señaló una serie de ilícitos y anomalías que eran, en algunos casos, simples fallas administrativas y, en otros, fueron delitos de peculado que requerían acciones enérgicas por parte de la Contaduría Mayor.

En aquel entonces, criticamos severamente las declaraciones del contador mayor, en el sentido de que la Contaduría Mayor "no era un órgano de castigo"; preguntamos entonces cuál sería el papel de la Contaduría dentro del programa de la renovación moral, si no se iba a frenar la corrupción mediante la aplicación estricta de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos.

Señalamos también en aquella fecha, que la actitud blanda de la Contaduría al eludir su papel de vigilante a nombre de la Cámara de Diputados que representa los intereses de la sociedad, provocaría que la corrupción siguiera el mismo ritmo y, que en todo caso, se le dieran mayores facultades para que actuara como fiscalizadora a nombre de la Cámara de Diputados.

Lamentablemente no nos hemos equivocado, las violaciones a la Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público, Orgánica de la Administración Pública, Ley de Adquisiciones y otras leyes y ordenamientos aplicables a la materia, sufrieron por enésima vez una serie de violaciones por parte de secretarías, organismos, paraestatales y otras dependencias sujetas a presupuesto.

Es obvio que el informe previo de la Cuenta Pública de 1986 no contiene información amplia, como seguramente la contendrá el informe de resultados que será presentado en el mes de noviembre de 1988. Sin embargo, podemos advertir por lo que revela el informe, que el gobierno no logró sus objetivos en materia económica.

El informe previo revela que el gobierno pretendió disminuir su déficit de 9.6% en 1985, a 4.9% en 1986, y sin embargo, llegó a 16% en relación al PIB; los ingresos tributarios sufrieron caída de 15% en 1982, a 86% en 1986 en relación al PIB; el déficit financiero en pesos llegó a 11 mil 500 millones de millones; el PIB se redujo a 3.8% en términos reales con relación a 1985, y la producción nacional registró un decremento real de 2.1%; el Índice Nacional de Precios llegó al 105% anual, el pronóstico había sido de 45% como promedio anual.

Nuevamente en 1986 el combate a la inflación y el desempleo fueron metas primordiales que quedaron incumplidas, la inflación llegó al 105%, aunque se pronosticó el 60%; se dijo que en 1987 sería del 70%, y seguro llegará a más de 150%.

Siempre hemos sostenido que el excesivo gasto público es una de las causas principales de la inflación, y sin embargo, muy poco se ha hecho para frenarlo lo suficiente, los 32 billones de 1986, los 82% billones de 1987, y los 236 billones que ejercerá el gobierno federal en 1988, confirma que el gobierno es contradictorio en su práctica antiinflacionaria.

A la fecha, el gobierno de Miguel de la Madrid no ha cumplido con su programa de desincorporación del sector paraestatal, y a pesar de haberse anunciado la venta de 436 empresas, ésta no se llevó a cabo; a la fecha, las empresas paraestatal siguen casi intactas.

El sector paraestatal, ya hemos señalado en varias ocasiones, es causa del déficit gubernamental por los cuantiosos subsidios y transferencias que recibe: 10 billones de pesos por transferencia en 1986, además, el gobierno federal absorbió pasivos de este sector por más de 7 billones; 7 millones de millones: este sector tuvo un déficit de 2 billones 146 mil pesos.

La existencia de las empresas paraestatales resulta muy gravoso para el pueblo y sin embargo, poco se hace para que sean eficientes y dejen de ser deficitarias; el estado de crisis que puede desembocar en estado de emergencia no admite su existencia, por lo que deben venderse aquellas que no son estratégicas ni sirven a un interés público.

Estas empresas propiedad del gobierno que han influido en el crecimiento de la deuda externa y que son causa de la deuda interna, cuando el gobierno absorba sus pasivos y éstos los que paga el pueblo; no cumplen con las leyes y ordenamientos que las rigen, incumplen sus metas, y año con año son causa de miles de pliegos de recomendaciones y de responsabilidad jurídica expedidas por la Contaduría Mayor de Haciendas, cuyo costo pagamos los contribuyentes.

El crecimiento desmesurado del sector paraestatal y los desvíos y anomalías, fue el pretexto en su tiempo, de que se instaurara la Contraloría General de la Federación, órgano de auditoría interna del propio Ejecutivo que se encargaría de frenar la corrupción que ha venido dándose en forma creciente en el monstruo paraestatal; ni la Contaduría, son eficaces como órganos fiscalizadores o de auditoría, porque actúan tibiamente y con mucha tolerancia contra los culpables de peculado y fraude; nosotros habíamos planteado que la Ley Orgánica de la Contaduría Mayor de Hacienda debería ser reformada a fondo porque a la fecha es obsoleta, sin embargo, reiteramos que las leyes no tienen significación si no se aplican rigurosamente con imparcialidad, y de nada servirá una nueva Ley Orgánica de la Contaduría, si no existe la voluntad plena y el propósito de llevar a cabo la aplicación de la Ley de Responsabilidades de Servidores Públicos.

Miles de millonarios se dan en cada sexenio por las desviaciones presupuestales, las "comisiones", las gratificaciones por contratos otorgados sin concurso, la corrupción en las adquisiciones por agentes compradores de las paraestatales como la Conasupo por ejemplo; y tal parece que la Contaduría Mayor de Hacienda y la Contraloría General de la Federación, son incapaces para detener tanta corrupción, por lo que la sociedad, asombrada, se pregunta si acaso la corrupción ya se institucionalizó, ya que es una costumbre y una actitud en la vida cotidiana de México, especialmente en la de los servidores públicos por tener acceso a los abundantes fondos públicos, vulnerables a manos ambiciosas por falta de defensa y control. Lo cierto es que la corrupción no sólo se ha detenido, se ha incrementado, y la prueba está contenida en los informes de la Contaduría Mayor de Hacienda.

Urge que la Ley de Responsabilidades de Servidores Públicos tenga vigencia y aplicación.

Es incongruente que el Ejecutivo se autofiscalice, argumentando que la Contraloría General es su órgano de auditoría interna, y reste facultades a la Contaduría Mayor de Hacienda, sobre todo cuando 138 entidades que controla ya, con un dictamen favorable dejan de ser candidatos a ser auditados por la Contaduría Mayor de Hacienda, que es el órgano fiscalizador de esta Cámara en donde está representado el pueblo.

Consideramos que se requiere una reestructuración a fondo en materia de fiscalización y auditoría, contemplando la eliminación de la dualidad de funciones que en este momento ejerce la Contraloría General de la Federación. No se justifica la existencia de la Contraloría, menos aún cuando las secretarías, dependencias y organismos, cuentan con su contraloría que realiza auditoría interna; además, actualmente la Contraloría contrata los servicios profesionales de despachos de contadores públicos y auditores; sin embargo, la administración de esta entidad ocupa miles de empleados supuestamente dedicados a otras actividades diferentes a la fiscalización y auditoría, dándose ahí un derroche de recursos económicos, que bien puede economizarse si existe la voluntad de acabar con la dualidad de funciones.

Lo que se requiere es dar mayores facultades a la Contaduría Mayor de Hacienda, dándose por ejemplo: la Contaduría debe fiscalizar el gasto en curso y no sólo el ya ejercido. La Ley Orgánica de la Contaduría Mayor de Hacienda es obsoleta y debe ser reformada, fortaleciendo facultades de la Contaduría.

Con base a lo expuesto, se propone la desaparición de la Secretaría de la Contraloría General de la Federación. Para tales efectos, la Contaduría Mayor de Hacienda deberá asumir las funciones de dicha secretaría, así como sus recursos.

Así, con fundamento al artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y del artículo 55 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, se propone la siguiente

INICIATIVA DE LEY QUE DEROGA EL ARTÍCULO 32 - BIS DE LA LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PUBLICA FEDERAL, Y REFORMA EL ARTÍCULO 26 DE LA MISMA LEY

Para quedar como sigue:

Artículo 26. Para el estudio, planeación y despacho de los negocios del orden administrativo, el Poder Ejecutivo de la Unión contará con las siguientes dependencias:

Secretaría de Gobernación.

Secretaría de Relaciones Exteriores,

Secretaría de la Defensa Nacional,

Secretaría de Marina,

Secretaría de Hacienda y Crédito Público,

Secretaría de Programación y Presupuesto,

Secretaría de Energía, Minas e Industria Paraestatal,

Secretaría de Comercio y Fomento Industrial,

Secretaría de Agricultura y Recursos Hidráulicos,

Secretaría de Comunicaciones y Transportes,

Secretaría de Desarrollo Urbano y Ecología,

Secretaría de Educación Pública,

Secretaría de Salud,

Secretaría de Trabajo y Previsión Social,

Secretaría de Reforma Agraria,

Secretaría de Turismo,

Secretaría de Pesca,

Departamento del Distrito Federal.

Salón de sesiones de la H. Cámara de Diputados, a 10 de diciembre de 1987. - Por la Fracción Parlamentaria del Partido Acción Nacional, diputado Amado Olvera Castillo.>>

Trámite: Con fundamento en el artículo 56, túrnese a la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales.

